
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS – ANT
RESOLUCIÓN No. *202532002680536* con Fecha 2025-10-08

Por medio de la cual se APERTURA EL PROCEDIMIENTO ÚNICO, dispuesto en el Decreto
Ley 902 de 2017, respecto del predio denominado SIN DIRECCION LT, identificado con Folio

de Matricula Inmobiliaria 140-79825, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba.

EL SUBDIRECTOR DE PROCESOS AGRARIOS Y GESTIÓN JURÍDICA
DE LA AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS -ANT-

En ejercicio de las facultades legales y reglamentarias que le confiere el artículo 48 de la Ley
160 de 1994, los numerales 24 del artículo 4° y 2° del artículo 21 del Decreto Ley 2363 de
2015, el numeral 4 del artículo 58 del Decreto Ley 902 del 2017 y la Resolución No.
20226100295956 del 15 de noviembre de 2022,

C O N S I D E R A N D O

1. COMPETENCIA

Mediante el Decreto Ley 2365 de 2015 se suprimió el Instituto Colombiano de Desarrollo
Rural-Incoder, y, a través del Decreto Ley 2363 de 2015, se creó la Agencia Nacional de
Tierras – ANT. De esta manera, por ministerio de la ley, el objeto y funciones que desarrollaba
el Incoder fueron transferidas a la ANT, en lo relacionado con la gestión y trámite de los
procedimientos administrativos especiales agrarios.

En el mismo sentido, los capítulos X y XI de la ley 160 de 1994, facultaron al INCODER, hoy
ANT, para clarificar la situación de las tierras desde el punto de vista de la propiedad, con el
fin de determinar si han salido del dominio del Estado, delimitar las tierras de propiedad de la
Nación de las de los particulares, determinar cuándo hay indebida ocupación de terrenos
baldíos que conlleve una recuperación y extinguir el derecho de dominio o propiedad sobre los
predios rurales.

A su vez, el Decreto Ley 2363 de 2015, en el numeral 24 del artículo 4 y artículo 21, conforme
a la nueva institucionalidad del sector agrario, dispuso que el trámite en primera instancia de
los procedimientos administrativos especiales agrarios contemplados en la Ley 160 de 1994
serán adelantados por la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica de la Agencia
Nacional de Tierras (ANT), todo lo cual se debe realizar bajo las disposiciones previstas en el
Decreto Ley 902 del 29 de mayo de 2017.

A través del citado decreto ley, se adoptan medidas para facilitar la implementación de la
Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras,
específicamente el procedimiento para el acceso (adjudicación, subsidio y crédito) y
formalización, y la creación del Fondo de Tierras. De esta manera, se regulan los aspectos
esenciales del Procedimiento Único y se establecen las generalidades de este en zonas
focalizadas y no focalizadas.

Así mismo, los numerales 4 y 5 del artículo 58 del citado decreto facultaron a la ANT para
adelantar el Procedimiento Único y tratar, entre otros asuntos, los atinentes al deslinde de
tierras de la Nación, clarificación desde el punto de vista de la propiedad, recuperación de
baldíos indebidamente ocupados y extinción del derecho de dominio, referidos en la Ley 160
de 1994.
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Finalmente, el Decreto Ley 902 de 2017, en su artículo 69, dispone que el Director General de
la ANT tendrá la facultad de expedir reglamentos operativos necesarios para desarrollar el
procedimiento previsto en el referido Decreto. Conforme a ello, el Director General de esta
entidad expidió la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de 2023, por medio de la cual
se adoptó el reglamento operativo conforme a su anexo técnico.

De conformidad con el artículo 23 del Anexo Técnico, durante la etapa preliminar del
Procedimiento Único se elaborará un Informe Técnico Jurídico. A su turno, establece el
artículo 32 del mismo documento que cuando el informe técnico establezca que se cumplen
los supuestos de hecho y de derecho para dar inicio al Procedimiento Único, se expedirá un
acto administrativo de apertura con los elementos descritos en el artículo 33 del mismo
reglamento.

Siendo así, de conformidad con el artículo 32 de la Resolución 20230010000036 del 12 de
abril de 2023, se establece la posibilidad de expedir el acto administrativo de apertura que
ordene dar inicio al Procedimiento cuando, posterior a la elaboración del Informe Técnico
Jurídico (ITJ), se establezca que se cumplen los supuestos de hecho y de derecho
relacionados en el artículo 58 del Decreto Ley 902 de 2017.

2. ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL

A continuación, se relacionarán los antecedentes más relevantes dentro de la presente
actuación administrativa que se adelanta en el marco del procedimiento agrario de
Recuperación de Baldíos Indebidamente Ocupados, respecto del predio “SIN DIRECCION LT”,
ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de Córdoba.

La Corte Constitucional profirió la Sentencia SU 288 de 2022, a través de la que abordó la
problemática presentada en torno a las sentencias con las que fueron prescritos bienes rurales
que, en los términos del artículo 48 de la Ley 160 de 1994 y conforme lo dicho en la citada
sentencia, no acreditaban dominio privado; allí se plantearon las reglas de decisión y criterios
orientadores 9 y 10 en las cuales se fundamentó la orden décimo séptima del citado proveído
judicial, consistente en A) realizar una base de datos que contuviese la información del
universo de predios rurales que no contaban con antecedentes registrales y respecto de los
cuales se hubiere proferido sentencia de pertenencia, diferenciando si las providencias
judiciales se encuentran inscritas o no, entre otros datos; y producto de tal base, B) elaborar
un Plan Actualizado de Recuperación de Baldíos -PARB-, donde se priorizase la acción del
Estado a i) enormes extensiones de tierras en términos absolutos o ii) extensiones que
exceden ampliamente la Unidad Agrícola Familiar (UAF) en términos relativos.

Producto de lo anterior, para la ANT, en cabeza de la Subdirección de Procesos Agrarios y
Gestión Jurídica, se generó la obligación de examinar los terrenos prescritos (incluidos en la
base de datos solicitada por la Corte Constitucional) cuyas extensiones resultan ser enormes
en términos absolutos o superan la UAF en términos relativos, para determinar si hay lugar a
su recuperación a la luz de las disposiciones legales que permitan identificar si sobre estos se
ejerce una indebida ocupación, todo lo cual se enmarca en el deber de gestionar el Plan
Actualizado de Recuperación de Baldíos -PARB-.

Así entonces, con los criterios invocados por la corte, en la citada base de datos se encuentra
relacionado el terreno denominado “SIN DIRECCION LT”, ubicado en el municipio de
Tierralta, departamento de Córdoba, identificado con FMI No. 140-79825 (ABIERTO) donde
se encuentra inscrita en su primera anotación la sentencia de pertenencia S/N del 05 de
agosto del 1998, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Montería, a favor del
señor Ricardo Miguel Polo Rodríguez identificado con cédula de ciudadanía No. 78702831.
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De esta manera se generó Informe Técnico Jurídico (ITJ) del 24 de septiembre de 2025, en el
que se identificó lo que sería el área objeto de intervención y el mérito que existe para dar
inicio al procedimiento único contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto
agrario de Recuperación de Baldíos Indebidamente Ocupados.

3. IDENTIFICACIÓN DEL PREDIO

A partir de la información recabada a la fecha y en atención a lo señalado en el Informe
Técnico Jurídico (ITJ) del 24 de septiembre de 2025 el predio denominado registralmente
como “SIN DIRECCION LT” ubicado en la vereda Volcanes1, del municipio Tierralta,
departamento de Córdoba, se identifica con el Número Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0041-0099-0-00-00-0000, y el FMI 140-79825; El referido folio se
encuentra en estado ACTIVO no registra folios matrices ni derivados.

Relativo al área objeto de estudio, según la información registral del Folio de Matricula No.
140-79825, como de la sentencia con fecha del 05 de agosto de 1988, se tiene que el predio
objeto de estudio ostenta un área de ciento veinte hectáreas (120 ha + 0 m2)
aproximadamente, respecto del área catastral, por lo cual, se evidencia que en el R1 y R2, así
como en el área geométrica, se indica que el predio ostenta un área de ciento veinte
hectáreas con seis mil cuatrocientos sesenta y ocho metros cuadrados (120 has + 6468 m2),
existiendo con esto, una diferencia de seis mil cuatrocientos sesenta y ocho metros cuadrados
entre el área registral y la catastral.

Con el fin de confirmar que el área que será objeto de intervención sea la identificada a través
del NPN 23-807-00-01-00-00-0041-0099-0-00-00-0000, el equipo técnico a través del ITJ del
24 de septiembre de 2025, realizó la reconstrucción de linderos, teniendo en cuenta los
descritos en la sentencia del 05 de agosto de 1998 emitida por el Juzgado Tercero Civil del
Circuito de Montería, y ratificados en la Escritura 287 del 13 de febrero de 2018 de la Notaria
Tercera del Círculo de Montería; respecto de los colindantes actualmente relacionados en la
malla catastral, encontrando coincidencia parciales de los colindantes mencionados en la
sentencia, y los actuales colindantes catastrales2. Por tal motivo, se ratificó que al área objeto
de estudio corresponde el NPN 23-807-00-01-00-00-0041-0099-0-00-00-0000, la cual se
encuentra identificada espacialmente en la siguiente salida gráfica:

ESPACIO EN BLANCO

1 Según el FMI 140-79825 el terreno se ubica en la vereda Tierralta, y según catastro en la vereda Bajo Viviano, sin embargo, de
acuerdo con lo evidenciado en el ITJ, se determina que en realidad se ubica en la vereda Volcanes, tal como lo referencia en la
identificación del predio la Sentencia del 5 de agosto de 1998.
2 Coincidencias respecto de los señores: Polo Rodríguez Ricardo Miguel a quien se le prescribió el área objeto de estudio, y en la
misma sentencia, lo relacionan como colindante del predio, por lo que se le encontró dentro de la tradición de los FMI 140-10791,
140-9722 ubicados al Este y el FMI 140-34170 al Sur. Así mismo, el señor Pastrana Vásquez Arquímedes se encuentra en la
tradición del FMI 140-335 ubicado al sur
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Ilustración 1. Representación gráfica predial del Área objeto de estudio y sus colindantes.
Fuente. Informe Técnico Jurídico -ITJ-, con fecha 24 de septiembre del 2025

4. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Con miras a abordar en debida manera las circunstancias propias del presente caso, resulta
necesario mencionar algunos aspectos generales de la recuperación de baldíos
indebidamente ocupados que servirán como parámetros de la decisión a adoptar. De esta
forma, en primera medida se hará mención del sustento constitucional del proceso3 de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados, para luego de ello hacer alusión a los
presupuestos para la iniciación del procedimiento único establecido en el Decreto 902 de 2017
bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados y finalizar con una
referencia al régimen de carga de la prueba en este procedimiento.

4.1. Del fundamento constitucional y legal del procedimiento de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados.

En relación con el dominio público de los terrenos, el artículo 102 de la Constitución Política
establece que "el territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenecen a la
Nación”. En consecuencia, permanece la concepción tradicional del "dominio eminente" del
Estado sobre todo el territorio, es decir, su capacidad para regular el derecho de propiedad
pública y privada, e imponer cargas y limitaciones a dichos derechos cuando resulte necesario
para alcanzar los fines esenciales del Estado consagrados por el Estatuto Superior4. A su
turno, si bien el Código Civil data de 1873, lo cierto es que complementa de manera acertada la
Carta Política al señalar, en sus artículos 674 y 675, que son bienes de La Unión (entiéndase la
Nación) los de uso público y los bienes fiscales que se sitúan dentro los límites territoriales y
carecen de otro dueño.

3 Por proceso se debe entender tanto el proceso especial agrario de la Ley 160 de 1994, como el Procedimiento Único del
Decreto Ley 902 de 2017.
4 Corte Constitucional. Sentencia C-255 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
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Con base en lo anterior, se concluye que existen dos subespecies tradicionales de bienes de
dominio público: i) los bienes de uso público en sentido estricto (C.P. arts. 63, 72, 75), y ii) los
bienes fiscales5.

Los bienes de uso público se caracterizan por pertenecer al Estado o a otros entes estatales
y estar destinados al uso común de todos los habitantes6. El dominio ejercido sobre ellos se
hace efectivo con medidas de protección y preservación para asegurar el propósito natural o
social al cual han sido afectados según las necesidades de la comunidad7.

Por su parte, los bienes fiscales o patrimoniales corresponden a aquellos respecto de los
cuales el Estado ostenta la propiedad y se encuentran destinados a la prestación de servicios
de cualquier índole. Dentro de esta tipología de bienes, también encuentran los denominados
bienes fiscales adjudicables, que son aquellos que la Nación puede traspasar a los particulares
que cumplan con las exigencias establecidas en la ley, como es el caso de los bienes baldíos8.

Con relación a estos últimos, si bien conforme a la legislación agraria algunos son adjudicables,
en relación con la apropiación por particulares estos conservan el carácter de imprescriptibles,
inalienables e inembargables según la norma civil, la agraria, la jurisprudencia y el texto
constitucional en su artículo 639.

Con relación a los bienes baldíos adjudicables, debido a su naturaleza y vocación, la Ley 160
de 1994 les contempló un régimen jurídico especial, según el cual la propiedad de estos
terrenos solo se adquiere por adjudicación que haga el Estado (artículo 65), siempre y cuando
se acrediten los requisitos subjetivos y objetivos que contempla la norma agraria para la
adjudicación del terreno, so pena que, en caso contrario, el mismo deba ser recuperado.

A su turno, el artículo 63 de Constitución Política establece que los bienes de uso público y
aquellos otros que determine la ley son inalienables, imprescriptibles e inembargables. El
artículo 150, por su parte, prevé que corresponde al Congreso hacer las leyes, entre las que
se encuentran las relativas a la “(…) apropiación o adjudicación y recuperación de tierras
baldías.”10; deber en virtud del cual, entre otras, el legislador dictó la citada Ley 160 de 1994 la
cual reafirmó las fórmulas de acreditación de la propiedad para determinar si un predio ha
salido o no del dominio del Estado, en otras palabras, si fue debidamente apropiado; y
estableció el deber de recuperar las tierras baldías adjudicables e inadjudicables y las demás
de propiedad de la Nación que se encuentren indebidamente ocupadas, lo cual se haría a
través de los procedimientos administrativos agrarios, reglamentados posteriormente.

En ese sentido, la ANT reconoce que los procesos agrarios (entre los cuales se encuentra el
de recuperación de baldíos indebidamente ocupados), además de propender por la correcta
destinación de los bienes baldíos del país, defender el interés público agrario y el patrimonio
público, constituyen un instrumento para el cumplimiento de los demás mandatos
constitucionales asignados al Estado, entre los cuales se encuentra el de garantizar el acceso
progresivo a la propiedad rural por parte del campesinado colombiano, según el artículo 64 de

5 Corte Constitucional. Sentencia C-536 de 1997. M.P. Antonio Barrera Carbonell.
6 Corte Constitucional. Sentencia C-183 de 2003. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.
7 Corte Constitucional, Sentencia C-536 de 1997. Op. Cit. La Corte declaró exequibles los incisos 9º, 11 y 12 del artículo 72 de la
Ley 160 de 1994, por considerar que no desconocen los artículos 13, 58 y 83 de la Constitución.
8 Corte Constitucional. Sentencia C-183 de 2003. Op. Cit.
9 Corte Constitucional. Sentencia T-488 de 2014. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
10 Constitución Política, numeral 18 del artículo 150.
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la Constitución Política; por lo cual, esta entidad, en el marco de su competencia y en el
ejercicio de sus funciones, recupera los predios de dominio público indebidamente ocupados
de acuerdo con la normativa agraria, para que, posteriormente y en los casos en que esto sea
factible, puedan ser entregados a quienes la misma ley determine.

De las órdenes emitidas en la sentencia SU – 288 de 2022 de la Corte Constitucional

Luego de analizar 13 solicitudes de tutela contra sentencias que declararon o negaron la
pertenencia sobre terrenos baldíos, 11 presentadas por la ANT y 2 por particulares, la Corte
Constitucional encontró que se había generado un conflicto de competencias entre algunos
jueces de la República y la ANT por la adjudicación de los baldíos de la Nación, en tanto,
dichas autoridades judiciales, mediante sentencias de pertenencia, le otorgaron derechos de
propiedad sobre predios baldíos a particulares, a pesar de que la competencia para constituir
propiedad particular sobre predios baldíos está en cabeza de la autoridad agraria.

En la unificación de jurisprudencia, la Corte Constitucional ratificó que la propiedad privada de
predios rurales se prueba con el título originario expedido por el Estado que no haya perdido
su eficacia legal, o con los títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la
vigencia de la Ley 160 de 1994, en que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor
del término que señalan las leyes para la prescripción extraordinaria, en los términos del
artículo 48 de dicha ley. De otro modo, lo predios se consideran baldíos y estos solo podrán
adquirirse por adjudicación de la ANT y no mediante una declaración de pertenencia por vía
judicial.

Si bien, en principio, estos predios baldíos no podían prescribirse por los jueces, la Corte
Constitucional reconoció que muchas sentencias de pertenencia cumplieron con el propósito
de garantizar el acceso a la tierra a la población campesina. Es decir, estos predios fueron
prescritos a personas que podían haber accedido a la tierra mediante una adjudicación hecha
por la autoridad de tierras y, por eso, ordenó al Gobierno Nacional adelantar acciones para
reconocer estas sentencias y la propiedad privada sobre estos terrenos, cuando se hubiesen
cumplido las finalidades asignadas a los bienes baldíos y los requisitos subjetivos y objetivos
para su adjudicación.

No obstante, otras tantas sentencias, al no considerar las finalidades asignadas a los bienes
baldíos y los requisitos subjetivos y objetivos para su adjudicación, pudieron facilitar la
indebida apropiación y la excesiva concentración de estos predios baldíos, lo cual afecta
intensamente los derechos de acceso a la tierra de los campesinos y de otros sujetos de
especial protección constitucional.

Con fundamento en lo anterior, la Corte Constitucional ordenó a la ANT elaborar una base de
datos de predios rurales que no contaban con antecedentes registrales respecto de los cuales
se hubiere proferido sentencia de pertenencia con el fin de identificar posibles casos de
apropiación indebida o acumulación de tierras baldías. Posterior a ello, elaborar un Plan
Actualizado de Recuperación de Baldíos con el fin de recuperar aquellos que, pese a la
declaración de pertenencia, no cumplen las finalidades asignadas a los bienes baldíos y los
requisitos subjetivos y objetivos para su adjudicación.

En los casos en los que la ANT logre constatar que con la sentencia de pertenencia no se
cumplió la finalidad constitucional de los bienes baldíos, ni los requisitos legales para su
adjudicación, adelantará las acciones para recuperar el predio. No obstante, será priorizada la
recuperación de aquellos que en realidad reflejan concentración o acumulación indebida de
tierras, esto es, enormes extensiones o predios que excedan ampliamente la Unidad Agrícola
Familiar – UAF.
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4.2. De los presupuestos para la iniciar el Procedimiento Único contemplado en el
Decreto Ley 902 de 2017.

Ahora bien, visto el sustento constitucional de los procedimientos administrativos agrarios y
las órdenes emitidas por la Corte Constitucional a esta autoridad agraria, vale la pena reseñar
los presupuestos necesarios para que se dé inicio al procedimiento único establecido en el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos señalado en el
numeral 4 del artículo 58 de la citada norma, para lo cual se debe hacer observancia de lo
dispuesto en la Ley 160 de 1994 y los aspectos sustanciales del Decreto Único 1071 de 2015,
compilatorio y derogatorio de los Decretos 1465 de 2013 y 2664 de 1994.

Con base en lo anterior, resulta conveniente recordar que de acuerdo con el numeral 14 del
artículo 12 y el artículo 48 de la Ley 160 de 1994, dentro de las competencias otorgadas al
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (hoy ANT) está la de adelantar procesos para
determinar cuándo hay indebida ocupación de terrenos baldíos y que, por su parte, el Decreto
Único Reglamentario 1071 de 2015 reguló el proceso de recuperación de baldíos, precisando
en su artículo 2.14.19.5.1 que este tendría por objeto “(…) recuperar y restituir al patrimonio
del Estado las tierras baldías adjudicables, las inadjudicables y las demás de propiedad de
la Nación, que se encuentren indebidamente ocupadas por los particulares.”

Como se puede apreciar, es claro que el desarrollo del procedimiento único bajo el asunto de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados está enfocado en corroborar la condición
baldía de una extensión de terreno y verificar si la misma se encuentra ocupada
indebidamente por un particular, de conformidad con las causales legalmente establecidas.

Bajo esta línea, es plausible indicar que para iniciar este tipo de procedimiento se debe tener
por lo menos una inferencia razonada del acaecimiento de 2 situaciones a saber: i) que el
predio objeto de estudio ostente una naturaleza baldía; y ii) que el mismo se encuentre
ocupado indebidamente por un particular.

 Existencia de un terreno baldío

En lo que refiere a la naturaleza baldía del predio, el Código Civil estipula: “ARTICULO 675.
<BIENES BALDIOS>. Son bienes de la Unión todas las tierras que estando situadas dentro
de los límites territoriales carecen de otro dueño”. (negrilla fuera del texto)

Frente al particular, la Corte Constitucional en sentencia SU-288 de 2022 indicó que lo
anterior implica que:

“(…) el legislador adoptó un concepto de bien baldío a partir de una negación indefinida, la de
tratarse de tierras que carecen de otro dueño, a propósito de lo cual la Corte Suprema de Justicia
en 1926, dijo que: “La aseveración que hace el Estado de ser baldío un terreno, entraña una
negación indefinida, o sea la de no haber salido de su patrimonio, la cual, según los principios
sobre prueba, debe destruirse con la afirmación concreta y definida de haberse adquirido el
dominio por quien se pretende dueño. Aquí la Nación tiene a su favor la presunción de dominio, y
aun cuando intervenga como actor en el juicio, está dispensada del peso de la prueba”11

Así entonces, se tiene que los baldíos, particularmente los rurales, son bienes de dominio
público que pertenecen a la Nación por estar dentro de sus límites territoriales y carecer de
otro dueño; este último aspecto producto de la inexistencia de un título originario que no haya
perdido eficacia legal o de una cadena de títulos inscritos que permitan establecer que
respecto del bien inmueble se ejerce derecho de dominio por parte de una persona diferente a

11 Nota en el texto original: Jurisprudencia, Tomo III, número 357.
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la Nación, conforme a las reglas que se derivan de la interpretación del artículo 48 de la Ley
160 de 1994.

El citado artículo dispone taxativamente que para acreditar y constituir legalmente la propiedad
en Colombia sobre inmuebles rurales que se ubican en el territorio nacional, se requiere como
prueba el “título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal, o los
títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de esta ley, en que
consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que señalan las leyes para
la prescripción extraordinaria”.

De esta manera, se puede colegir que la propiedad privada se demuestra mediante la
exhibición que cualquiera de los siguientes documentos:

 Título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal,
entendiéndose que el Estado, a través de las diferentes disposiciones sobre
adjudicación de terrenos baldíos, se ha desprendido de su propiedad en favor de las
personas que acreditaran los respectivos requisitos de ley.

Establece el artículo 13 del Decreto 59 de 1938 que: constituyen título originario
expedido por el Estado o emanado de éste los siguientes: a) Todo acto civil realizado
por el estado en su carácter de persona jurídica y por medio del cual el Estado se haya
desprendido del dominio de determinada extensión territorial; b) Todo acto civil
realizado por el Estado en su carácter de persona jurídica y por medio del cual se haya
operado legalmente el mismo fenómeno sobre tradición del dominio de determinada
extensión territorial perteneciente a la Nación. Y los demás que establezca le Ley.

Además, estos títulos no pueden haber perdido su eficacia legal en razón a una
decisión de autoridad administrativa o judicial, o porque se haya incumplido una
condición resolutoria en el título, o se haya revertido o revocado; o cualquiera otro
fenómeno que retrotraiga sus efectos jurídicos.

 Títulos debidamente inscritos, otorgados con anterioridad al cinco (5) de agosto
de 1994, en los que consten tradiciones de dominio por un término no inferior a
aquel señalado para la prescripción extraordinaria, aclarando que la expresión
"títulos" hace referencia a escrituras públicas y por tal motivo i) Los mismos deben ser
inscritos estrictamente conforme a la normativa registral, ii) Deben ser anteriores a la
Ley 160 de 1994, iii) Sobre aquellos deben existir negocios jurídicos que transfieran el
dominio y, iv) Que los títulos den cuenta de tradiciones de dominio anteriores al 5 de
agosto de 1974, teniendo en cuenta que para la fecha de expedición de la Ley 160 de
1994 el término de la prescripción extraordinaria era de 20 años.

Así mismo, deviene imperioso precisar que, acorde con lo dispuesto en el segundo inciso del
numeral 10 del artículo 375 del Código General del Proceso, las sentencias de pertenencia no
son oponibles al Incoder (hoy ANT) en los procesos de su competencia, pues en todo caso la
naturaleza jurídica del bien puede ser baldía y será necesario que se activen las gestiones
correspondientes para determinar si hay lugar a su recuperación. Frente a ello la Corte
Constitucional, en Sentencia SU 288 de 2022, manifestó:

“(...) A la justicia ordinaria han acudido quienes consideran que son titulares del derecho de
dominio por la explotación de las tierras que trabajan, y los jueces de pertenencia han
activado su competencia para decidir sobre dichas pretensiones. En ejercicio de esa
competencia, el análisis que se impone hacer al juez se enfoca en el objeto pretendido y no en
el sujeto que lo pretende, por lo que, acreditada la explotación, el paso del tiempo y la
ausencia de prueba sobre la calidad de baldío -de donde presumieron su calidad de privado-,
declararon la usucapión al ver cumplidos los requisitos para la prescripción adquisitiva del
dominio.
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No obstante, lo anterior, la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra que se pretende
obtener a través de la puesta en marcha del aparato jurisdiccional del Estado no está
garantizada en tanto -por el diseño legal existente en la actualidad-, las sentencias de
prescripción que recaigan sobre bienes que no acrediten la propiedad privada en los términos
del artículo 48 de la Ley 160 de 1994, no le son oponibles al Estado. En otras palabras, la
titularidad quedara resuelta con efectos de cosa juzgada frente a particulares, pero no frente al
Estado, dado que los predios que fueron objeto de la controversia podrán ser sometidos a
procesos de clarificación de los que podría resultar probada su naturaleza de bien baldío,
situación que activaría los protocolos de recuperación a cargo de la autoridad de tierras (...)”
(Subraya fuera del texto original).

En otras palabras, los actos jurídicos precitados, entre ellos las sentencias de pertenencia
sobre bienes baldíos, no tienen la eficacia de transferir el dominio de derechos reales, tal
como es el dominio de un inmueble, incluso si los actos o contratos se encuentran inscritos en
los correspondientes folios de matrículas inmobiliaria, pues aunque en el anterior estatuto de
registro de instrumentos públicos (Decreto 1250 de 1970) permitía la inscripción de algunos
de ellos en la descripción de falsa tradición, cabe reiterar que en ningún momento son actos
constitutivos de transferencia de dominio o propiedad de un bien inmueble.

Por su parte, sobre la fórmula transaccional, se resalta que el título debe trasladar el dominio
antes al 5 de agosto de 1974 y, además, estar debidamente inscrito en el folio de matrícula
inmobiliaria o en el sistema registral correspondiente o en su defecto en los libros del antiguo
sistema registral, como se sustenta en la citada sentencia de unificación:

“(...) [L]os títulos de dominio que no se vean reflejados en una anotación del folio de matrícula
inmobiliaria pero que estén en libros de antiguo sistema, son igualmente información registral
válida y tienen valor a efectos de demostrar la propiedad como lo exige el artículo 48 de la ley 160
de 1994. Sin embargo, información diferente a la registral no podrá́ servir a efectos de probar
dominio del inmueble (...)

(...) Lo anterior porque, conforme al artículo 756 del Código Civil, la tradición del dominio de los
bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos
públicos, como también lo expresa el artículo 2, numeral a, de la Ley 1579 de 2012 (Estatuto
Registral) (...).

(...) La inscripción del título no es, en consecuencia, un mero formalismo para efectos de
oponibilidad a terceros, sino que es una condición para que se transmita la propiedad, luego la
única forma posible de probar dominio es con título inscrito, independientemente de si se ven o no
reflejados en el folio de matrícula inmobiliaria, como normalmente debe ocurrir, y dichos títulos,
conforme a lo expresado en el artículo 48 de la Ley 160, deben ser traslaticios de dominio. (...)”

En esta línea argumental, es esencial exponer que los “títulos” deben consistir en negocios
jurídicos que transfieran el dominio, al respecto explica la Corte en la mencionada sentencia:

“(...) Si el título vigente para el 5 de agosto de 1974 (20 años antes de la expedición de la ley),
cumplía con el requisito de transmitir dominio, no es necesario revisar títulos de fechas
anteriores, pero si, por el contrario, el título vigente para esa época constituye una falsa tradición,
al no verse satisfecho el requisito del título traslaticio de dominio en los términos del artículo 745
del Código Civil, se hace necesario revisar títulos anteriores a 1974, para seguir buscando ese
antecedente de dominio que permita verificar que el predio es privado (...)”(Negrilla fuera del texto
original).

Sobre los negocios jurídicos que transfieren el dominio, el artículo 745 del Código Civil
indica lo siguiente: “Para que valga la tradición se requiere un título traslaticio de dominio,
como el de permuta, donación, etc” Además, conforme al artículo 752, si el tradente no
tiene la propiedad del bien, este no puede transferir más allá de los derechos que posee.
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Por último, el requisito concerniente a que los títulos den cuenta de tradiciones de dominio
anteriores al 5 de agosto de 1974 se contempla debido a que a la fecha de expedición de la
Ley 160 de 1994 el término de la prescripción extraordinaria era de 20 años, por lo que, al
respecto se indicó:

“(...) El término de antigüedad en la inscripción de títulos en que consten tradiciones de
dominio es el equivalente al de la prescripción extraordinaria que para la fecha de
expedición de la Ley 160 de 1994 era de 20 años (...)”

 Ocupación indebida

Por otra parte, adicional a que las normas relativas al proceso de recuperación contemplan la
existencia de un terreno baldío como presupuesto, también hacen referencia a otro,
consistente en que el terreno baldío se encuentre ocupado de manera indebida conforme a las
causales taxativas contenidas en el artículo 2.14.19.5.2 del Decreto Único 1071 de 2015, que
dispone:

“ARTÍCULO 2.14.19.5.2. Causales. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 48
numeral 3 y 74 de la Ley 160 de 1994, los siguientes bienes tienen la condición de terrenos
baldíos indebidamente ocupados y en consecuencia será procedente su recuperación:

1. Las tierras baldías que tuvieren la calidad de inadjudicables de acuerdo con lo dispuesto en
el parágrafo del artículo 67 y 74 de la Ley 160 de 1994 y las reservadas o destinadas por
entidades estatales para la prestación de cualquier servicio o uso público.
2. Las tierras baldías que constituyan reserva territorial del Estado.
3. Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas adjudicables, de
acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada municipio o región por el
Consejo Directivo del INCODER.
4. Las tierras baldías ocupadas contra expresa prohibición legal, especialmente las que
corresponden al Sistema de Parques Nacionales Naturales y al Sistema de Áreas Protegidas.

5. Las tierras baldías que hayan sido objeto de un procedimiento de reversión, deslinde,
clarificación, o las privadas sobre las cuales se declare extinción del derecho de dominio que
se encuentren ocupadas indebidamente por particulares.

6. Las tierras baldías que hayan sido objeto de caducidad administrativa, en los contratos de
explotación de baldíos, que suscriba el INCODER en las zonas de desarrollo empresarial.

7. Las tierras baldías que se encuentren ocupadas por personas que no reúnan la calidad de
beneficiarios de reforma agraria en los términos previstos en el Capítulo XII de la Ley 160 de
1994.

8. Las tierras baldías inadjudicables, reservadas o destinadas para cualquier servicio o uso
público, que cuenten con títulos basados en la inscripción de falsas tradiciones.”. (Negrilla
fuera de texto original).

Como puede apreciarse, para que pueda configurarse una ocupación indebida,
ineludiblemente debe existir ocupación, la cual es concebida como el relacionamiento de
hecho -directo o indirecto- que ostenta una persona con un terreno baldío frente al cual
eventualmente obtiene un provecho económico, que se caracteriza por dos circunstancias de
orden fáctico, a saber: i) la aprehensión material del terreno y/o ii) la explotación económica
del mismo, por tanto, le corresponde a esta autoridad de tierras entrar a verificar en cada
caso, la ocurrencia de uno y/u otro, para determinar si una persona está ejerciendo ocupación
sobre un bien baldío de la Nación.
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Bajo ese entendido, a partir del estudio de las disposiciones señaladas, es claro que, de
acaecer los dos supuestos jurídicos esenciales, a saber i) la existencia de un inmueble
baldío, lo que implica que sobre el mismo no se acredite propiedad privada en los términos del
artículo 48 de la Ley 160 de 1994 y ii) que se vislumbre una preliminar tenencia irregular del
mismo conforme a causales contempladas por la norma, da lugar a que se pueda iniciar el
procedimiento único bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente
ocupados, con base, a su turno, en la información y análisis que al respecto se realice en el
Informe Técnico Jurídico, en los términos del artículo 32 del anexo técnico de la Resolución
20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificado por la Resolución No. 202510000154456
del 04 de febrero de 2025.

4.3. De la carga de la prueba en el procedimiento único y su aplicación al asunto
agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados

Aunado a los puntos dispuestos anteriormente, es oportuno hacer alusión al régimen
probatorio que se desarrolla en el procedimiento agrario de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados, concretamente en lo atinente a la carga de la prueba, entendida
como el deber procesal radicado en cabeza de las partes del procedimiento de recopilar y
allegar a la actuación los elementos probatorios suficientes para acreditar los hechos que le
interesa que resulten probados dentro del proceso, a efectos de que sirvan como fundamento
de sus pretensiones o
sus excepciones. Este concepto se encuentra estipulado en el primer inciso del artículo 167
del Código General del Proceso el cual establece que “Incumbe a las partes probar el
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.”

Ahora bien, la carga de la prueba no solo es una regla de conducta para las partes, sino
también una regla de juicio del juzgador en el sentido que le indica cómo debe fallar en caso
de que no exista certeza sobre los hechos sometidos a su juicio. Tal y como lo explica el
profesor Devis Echandía, la carga de la prueba señala a quién le corresponde evitar que falte
la prueba de cierto hecho, pues esa parte asume los riesgos en caso de que no exista certeza
sobre ellos.

En síntesis, cuando no exista prueba de un hecho que debió ser probado durante el
procedimiento, la consecuencia desfavorable la asume quien tenía la carga de probar ese
hecho.

Es preciso señalar que, para el caso del procedimiento único, el Decreto 902 de 2017 no hace
referencia a ninguna regla especial en materia de carga de la prueba, lo cual conllevaría a la
aplicación del régimen general contemplado en el Código General del Proceso. Sin embargo,
el precitado decreto, en su artículo 69, facultó al Director General de la ANT para emitir el
reglamento operativo del procedimiento único, el cual fue expedido a través de la Resolución
20230010000036 del 12 de abril de 2023 modificada por la Resolución No. 202510000154456
del 04 de febrero de 2025, y el cual en el parágrafo 2 del artículo 36 de su anexo técnico
consagra un régimen especial de carga de la prueba en el siguiente sentido:

Parágrafo 2. Cuando el asunto del Procedimiento Único consista en la extinción del derecho de
dominio privado, clarificación de la propiedad, deslinde de tierras de la Nación y recuperación de
baldíos indebidamente ocupados, la carga de la prueba corresponde a los particulares, pero la
ANT podrá, de oficio, decretar y practicar en cualquier tiempo las pruebas que considere
necesarias.

Igualmente, corresponde a los particulares probar la fuerza mayor y el caso fortuito cuando fueren
alegados” (Subrayado fuera del texto original).

De esta manera, para el caso del procedimiento único adelantado bajo el asunto de
recuperación de baldíos, la carga probatoria impuesta en cabeza del particular se traduce en
el hecho de que será este quien deberá acreditar la propiedad privada del predio o su calidad
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de sujeto de reforma agraria con el propósito de hacer oposición frente al objeto del proceso,
tal y como se desprende de lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 2.14.19.5.2 del
Decreto Único 1071 de 2015, que indica:

“Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 48, de la Ley 160 de 1994, cuando del
análisis de los títulos de un predio se infiera sin lugar a dudas que se trata de un bien baldío, por
no existir títulos que acrediten la propiedad privada, se procederá con el procedimiento de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados, sin perjuicio de que en el desarrollo de este
se demuestre la existencia de un título de propiedad privada o la calidad de sujeto reforma
agraria.” (Negrita fuera del texto original).

Lo anterior no implica que la administración deba entenderse relevada de ejercer actividad
probatoria, toda vez que en virtud del debido proceso es su deber motivar las decisiones que
adopte, sin embargo, el traslado de la carga de la prueba en cabeza del particular tiene
importantes implicaciones dentro del procedimiento, ya que, ante las presunciones de orden
legal sobre la naturaleza baldía de los terrenos rurales y las afirmaciones que haga la entidad
respecto a la calidad del sujeto, debe ser el particular quien desvirtué tales circunstancias.

5. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

Teniendo en cuenta la contextualización hecha hasta aquí, resulta preciso aterrizar las
diferentes normas analizadas al caso adelantado sobre la extensión de terreno denominado
“SIN DIRECCION LT”, identificado con Folio de Matricula Inmobiliaria 140-79825, a efectos de
verificar el agotamiento de los presupuestos necesarios para dar inicio al Procedimiento Único
contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de
baldíos indebidamente ocupados.

5.1. Sobre la naturaleza jurídica del área objeto de estudio

Con el fin de determinar si se cumplen con los presupuestos esenciales del Procedimiento
Único bajo el asunto agrario de Recuperación de Baldíos Indebidamente Ocupados
mencionado previamente, a continuación, se analizarán los títulos registrados en el FMI
140-79825 del predio denominado “SIN DIRECCION LT”, ubicado en el municipio de Tierralta
departamento de Córdoba, que permitan establecer si el predio objeto de estudio salió
válidamente del dominio de la Nación (o no) de conformidad con el artículo 48 de la Ley 160
de 1994.

5.2. Del Estudio Jurídico del caso a partir de la revisión del Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-79825

El predio objeto de la presente actuación administrativa se identifica con el Folio de Matricula
Inmobiliaria No. 140-79825, el cual se denominado SIN DIRECCION LT, ubicado en el
municipio de Tierralta departamento de Córdoba, relaciona como referencia catastral el
número 23-807-00-01-00-00-0041-0099-0-00-00-0000 su actual estado es ACTIVO, refiere a
un predio de tipo RURAL y carece de folio matriz, derivados o complementaciones, refiere
como área de terreno, una extensión de ciento veinte hectáreas (120 ha + 0 m2). En cuanto al
contenido de las anotaciones registrales, figuran un total de cinco (5) actuaciones detalladas
de la siguiente manera:
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ANOTACI
ÓN NO.

ACTO JURÍDICO-
CALIFICACIÓN REGISTRAL TÍTULO COMPARECIENTES

1
ESPECIFICACION: 915
PRESCRIPCION ADQUISITIVA
DE DOMINIO MONTERIA
(OTRO)

SENTENCIA SN
DEL 05-08-1998

DE: JUZGADO TERCERO
CIVIL DEL CIRCUITO DE
MONTERIA

A: RICARDO MIGUEL POLO
RODRIGUEZ CC 78702831

2
ESPECIFICACION: 0125
COMPRAVENTA (MODO DE
ADQUISICION)

ESCRITURA 287
DEL 13-02-2018
NOTARIA
TERCERA DE
MONTERIA

DE: RICARDO MIGUEL POLO
RODRIGUEZ CC 78702831

A: ALBERTO SEGUNDO
SALCEDO MENDOZA CC
70106947

3

ESPECIFICACION: 0219
HIPOTECA ABIERTA SIN LIMITE
DE CUANTIA POR $700000000
SEGÚN CARTA CUPO DE
CREDITO(GRAVAMEN)

ESCRITURA 287
DEL 13-02-2018
NOTARIA
TERCERA DE
MONTERIA.

DE: ALBERTO SEGUNDO
SALCEDO MENDOZA CC
70106947

A: BANCO DAVIVIENDA S.A.
NIT. 8600343137

4

ESPECIFICACION: 0468
DEMANDA EN PROCESO
ORDINARIO RAD
-23-807-4089-001-2022-00473-00
(MEDIDA CAUTELAR)

OFICIO 273
JPMTC 2022
00473 DEL
02-05-2023
JUZGADO
PROMISCUO
MUNICIPAL DE
TIERRALTA

DE: HOCOL S.A NIT.
8600721347

A: ALBERTO SEGUNDO
SALCEDO MENDOZA CC
70106947

5

ESPECIFICACION: 0843
CANCELACION POR
VOLUNTAD DE LAS PARTES
DEMANDA EN PROCESO
ORDINARIO

OFICIO 1550
DEL 2024-11-20
JUZGADO
PROMISCUO
MUNICIPAL DE
TIERRALTA

DE: HOCOL S.A NIT.
8600721347

A: ALBERTO SEGUNDO
SALCEDO MENDOZA CC
70106947

Tabla 1. Datos del Predio según lo señalado en la consulta de la Ventanilla Única de Registro VUR –SNR Fecha
de consulta: 18/07/2025

Teniendo en cuenta las anotaciones existentes en el Folio de Matricula objeto de estudio, a
continuación, se realizará un breve estudio sobre las anotaciones que tuvieron como objeto la
transferencia del “derecho de dominio”, así:

 En la anotación primera, del 16 de abril de 1999, se registró la Sentencia S/N de
Declaración Judicial de Pertenencia del 5 de agosto de, proferida por el Juzgado
Tercero Civil del Circuito de Montería, bajo la especificación “915 PRESCRIPCION
ADQUISITIVA DE DOMINIO MONTERIA (OTRO)” a través de la cual se prescribió el
predio denominado SIN DIRECCION LT” a favor del señor Ricardo Miguel Polo
Rodríguez identificado con cédula de ciudadanía No. 78702831.

 Seguidamente la Anotación No. 2 de fecha 16 de febrero de 2018 se suscribió negocio
jurídico de compraventa el cual se protocolizo mediante Escritura Pública número 287
13 de febrero de 2018 en la Notaría tercera de Montería entre el señor Ricardo Miguel
Polo Rodríguez identificado con cedula de ciudadanía No. 78702831 en calidad de
vendedor y el señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza identificado con cedula de
ciudadanía No. 70106947 en calidad comprador.
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Así las cosas, es posible concluir que el actual titular registral del área es el señor:

Alberto Segundo Salcedo Mendoza identificado cedula de ciudadanía número 70106947
Ahora bien, en el marco de la verificación del Folio de Matricula Inmobiliaria No. 140-79825 no
se evidencia la relación de títulos u antecedente que permita determinar que el predio en
mención es de dominio privado, teniendo en cuenta como título originario que genero la
apertura del Folio de Matrícula 140-79825 corresponde a la sentencia SN del 05 de agosto de
1998 proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Montería, (según FMI), el cual no
acredita el cumplimiento de ninguna de las dos formas señaladas en el artículo 48 de la Ley
160 de 1994, para acreditar propiedad privada en Colombia.

Del estudio de títulos obrantes en el expediente

En la anotación primera, del Folio de Matricula Inmobiliaria 140-79825, se registró la Sentencia
de Declaración Judicial de Pertenencia S/N del 05 de agosto de 1998, proferida por el
Juzgado tercero Civil del Circuito de Montería.

De la lectura de la referida sentencia, se puede evidenciar que, el señor Ricardo Miguel Polo
Rodríguez identificado con cédula de ciudadanía No. 78702831, a través de demanda
ordinaria de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, dirigida contra personas
indeterminadas, pretendió la prescripción del predio denominado “SIN DIRECCION LT”
ubicado en el municipio de Tierralta (Córdoba), con una extensión de ciento veinte hectáreas
(120 ha), fundamentando sus pretensiones en los siguientes hechos:

 El señor Ricardo Miguel Polo Rodriguez, ha tenido la posesión real y material por más
de 20 años sobre el lote de terreno ubicado en la Vereda los "Volcanes", corregimiento
el "Caramelo" jurisdicción del Municipio de Tierralta, con ánimo de señor y dueño, sin
reconocer dominio ajeno, durante todo ese tiempo de posesión ha ejecutado actos
positivos de aquellos a que solo da derecho el dominio, tales como hacer mejoras al
inmueble.

De conformidad con las actuaciones propias del proceso se adelantó el decreto y practica de
distintos medios probatorios, entre los que se encuentra, la diligencia de inspección ocular en
la cual se constató la identificación del inmueble objeto de la demanda, la posesión que ejercía
el señor Ricardo Miguel Polo Rodríguez, las mejoras del pedio y la explotación económica del
mismo, su área y linderos; además, en el marco de la mencionada se recibieron de las
declaraciones de los señores Guillermo López Manjarrez, Eduardo López Córdoba y Carlos
Arturo Sarge Guzmán, quienes informaron sobre el tiempo de posesión que ha ejercido el
demandante en el predio (excepto el señor Eduardo Lopez Cordoba), además, señalaron que
la posesión ha sido publica, pacifica e ininterrumpida, así como las mejoras que se han
realizado

Así las cosas, en virtud del material probatorio recaudado, el Juez de conocimiento estableció
que había lugar a declarar la prescripción adquisitiva de dominio respecto del predio
identificado como “SIN DIRECCION LT”, teniendo en cuenta: (i) que la posesión se ha
ejercido por un término superior a los 20 años exigidos legalmente; (ii) la posesión ha sido
ejercida de forma pública, pacífica e ininterrumpido circunstancia corroborada por los
testimonios recaudados y demás elementos probatorios obrantes en el expediente y (iii) Que
el predio en cuestión era susceptible de ser adquirido por prescripción, toda vez que no se
encontró constancia alguna que acreditara que el bien inmueble objeto de la controversia
fuera baldío, de uso público o imprescriptible.

En ese orden el juez de conocimiento resolvió:

- PRIMERO: DECLARAR que el señor RICARDO MIGUEL POLO RODRIGUEZ, mayor
de edad, ha adquirido por Prescripción Extraordinaria Adquisitiva de Dominio, la
propiedad plena y absoluta del siguiente bien inmueble: Un lote de terreno rural de una
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extensión de Ciento veinte (120) hectáreas, ubicado en la Vereda los "Volcanes"
corregimiento el "Caramelo" jurisdicción del Municipio de Tierralta, con todas sus
mejoras, dependencias, anexidades, servidumbres y determinado por con los
siguientes linderos: NORTE, con predios de propiedad de los señores WILLIAM
DORIA, LORENZO ROJAS, JAVIER GONZALEZ, FRANCISCO PEREIRA, BLAS
GONZALEZ, JORGE PEREZ Y TERESA FURNIELES; Por el ORIENTE, Con predios
de propiedad de los señores JAVIER GONZALEZ, EDUARDO LOPEZ; Por el
OCCIDENTE, Con predios del demandante, de LORENZO ROJAS Y EDUARDO
LOPEZ CORDOBA; Por el SUR, Con predios de EVANGELISTA LARA,
ARQUIMEDES PASTRANA Y predios del demandante.

Con todo, una vez leído y analizado el cuerpo de la citada providencia judicial, se tiene que, en
efecto, el juez de la causa, en palabras de la Corte Constitucional, incurrió en un defecto
sustantivo, pues:

- No solicitó en ningún momento del proceso a la parte interesada que allegara prueba
que acreditara propiedad privada o intentó hacerlo de oficio.

- Tampoco se evidencia la vinculación de la autoridad de tierras (ni como litisconsorte
necesario o facultativo) o simplemente para que rindiera concepto de la naturaleza
jurídica del terreno a usucapir.

Así las cosas, al menos en esta etapa preliminar del procedimiento es claro que durante el
trámite judicial no se arrimaron pruebas que en su momento hubiesen generado que el Juez
denotara o presumiera que el predio objeto de pretensión correspondía a un predio de
propiedad privada, ya que tal como se observa, en el trámite del procedimiento solo se
tuvieron como pruebas, la inspección judicial practicada, con los testimonios recaudados, en
los que solo se indicó que el demandante llevaba ejerciendo su ocupación por un periodo
superior a los 20 años; sin embargo, no se mencionó ni se allegó título alguno, que permitiera
acreditar que el predio ostenta ser de dominio privado. Esta circunstancia, refuerza la
presunción legal de que se trataba de un bien baldío.

En consecuencia, el conjunto de dichas pruebas debió haber conducido razonablemente a la
conclusión de que el predio no había salido válidamente del dominio de la Nación y, por tanto,
conservaba su naturaleza jurídica de bien baldío.

Por consiguiente, una vez analizado el precitado título, y de acuerdo a las fórmulas de
acreditación de la propiedad descritas previamente, se evidencia que el mismo no acredita
propiedad privada en el entendido que no se evidencia i) la existencia de un título originario
expedido por el Estado que no haya perdido eficacia legal, como tampoco se advierte un título
traslaticio de dominio anterior a 1974 conforme a lo establecido en la segunda fórmula de
acreditación antes mencionada, toda vez que de la revisión de la primera anotación del folio
de matrícula inmobiliaria No. 140-79825 se puede precisar que si bien se registró la Sentencia
S/N del del 05 de agosto del 1998, (según FMI) proferida por el Juzgado Tercero Civil del
Circuito de Montería, a favor del señor Ricardo Miguel Polo Rodríguez, y la prescripción o
usucapión es uno de los modos de adquirir el dominio de los bienes corporales, raíces o
muebles que están en el comercio, esta sentencia recayó sobre un predio baldío que obedece
a una lógica jurídica y filosófica distinta, razón por la cual tiene un régimen especial que difiere
del consagrado en el Código Civil, tal y como lo explicó la sentencia SU-288 de 2022 antes
referenciada.

En consecuencia, a partir del estudio registral y del título previamente analizado, el cual se
encuentra relacionado al predio denominado SIN DIRECCION LT identificado con Folio de
Matricula Inmobiliaria No. 140-79825 ubicado en el municipio de Tierralta del departamento de
Córdoba, se encuentra que presuntamente ostenta la calidad de baldío de la nación al no
acreditar propiedad privada conforme a alguna de las dos modalidades previstas en la Ley.
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Análisis de colindantes

De conformidad con información obtenida, a través, de catastro del Sistema Nacional Catastral
-SNC- del IGAC, se puede concluir que el predio objeto de examen denominado SIN
DIRECCION LT, ubicado en el municipio de Tierralta del departamento de Córdoba, con folio
de matrícula inmobiliaria No. 140-79825, se encuentra alinderado, de la siguiente manera:

Por el NORTE colinda con los siguientes tres (3) predios:

- Predio denominado “EL ESCORPIÓN UNO”, identificado con el FMI No. 140-114701 y
el Número Predial Nacional 23-807-00-01-00-00-0041-0092-0-00-00-0000, ubicado en
el municipio de Tierralta del departamento de Córdoba, el folio de matrícula registra
estado ACTIVO, cuenta con tres folios de matrícula matriz 140-12258, 140-25122 y
140-4066, sin derivados, en las complementaciones se identifican los títulos traslaticios
de dominio que ostentan relación con los folios matrices del área. La mayoría de estos
títulos corresponden a negocios jurídicos de compraventa dentro de los cuales se
puede identificar como primer título del predio lote uno, la compraventa realizada a
través de escritura No. 2023 del 4 de septiembre de 1987, proferida por la Notaria 1a
de Montería. Del predio Lote número dos registra haberse adquirido mediante compra
realizada a través de Escritura Pública No. 868 del 30 de septiembre de 1969 de la
Notaria 2ª de Montería; Respecto al tercer lote se identifica haberse adquirido a través
de compra efectuada mediante escritura pública No. 1087 del 26 de mayo de 1987 de
la Notaria 1ª de Montería. Cuenta con una extensión de 228 ha + 3544 m2, registra un
total de 14 anotaciones. En su primera anotación, se relaciona el registro de Hipoteca
(Gravamen), protocolizada mediante la Escritura Pública No. 151 del 20 de febrero de
1970, otorgada en la Notaría Segunda de Montería. En dicha escritura, figura como
otorgante Olga Brunal de Bonfante, y como acreedor hipotecario, la Caja de Crédito
Agrario, Industrial y Minero. Ahora bien, sobre el área registra como actual titular al
GRUPO DE INVERSIONES AGROPECUARIAS GIAG S.A.S identificado con NIT.
9016640900.

- Predio denominado “LA NACION” identificado con Numero Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0041-0100-0-00-00-0000 su actual titular catastral es LA NACION,
con un área de 2 ha + 9244 m2, no registra Folio de Matrícula Inmobiliaria, lo cual
impide la reconstrucción de su historia registral, por lo que no es posible determinar sin
el análisis de las Fichas de conformación predial, si guardan relación aparente con el
objeto de estudio..

- Predio denominado “LA NACION” identificado con Numero Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0041-0074-0-00-00-0000 su actual titular catastral es LA NACION,
con un área de 25 ha +2837 m2, no registra Folio de Matrícula Inmobiliaria, lo cual
impide la reconstrucción de su historia registral, por lo que no es posible determinar sin
el análisis de las Fichas de conformación predial, si guardan relación aparente con el
objeto de estudio.

Por el ESTE colinda con los siguientes tres (3) predios:

- Predio denominado “LA NACION” identificado con Numero Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0041-0074-0-00-00-0000 su actual titular catastral es LA NACION,
con un área de 25 ha + 2837 m2, no registra Folio de Matrícula Inmobiliaria, lo cual
impide la reconstrucción de su historia registral, por lo que no es posible determinar sin
el análisis de las Fichas de conformación predial, si guardan relación aparente con el
objeto de estudio.
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- Predio denominado “VILLA DEL ROSARIO”, identificado con el FMI No. 140-10791 y
el Número Predial Nacional 23-807-00-01-00-00-0041-0115-0-00-00-0000, se ubica en
el municipio de Tierralta, Departamento de Córdoba, el folio de matrícula se encuentra
en estado ACTIVO, no registra folios de matrícula matriz ni derivados. En las
complementaciones, se hace referencia a la forma en que la señora Orfelina Ruth
Romero de Durango adquirió el predio, mediante información sumaria de testigos. Esta
adquisición fue protocolizada a través de la Escritura Pública No. 061, fechada el 6 de
julio de 1970, y registrada en la Notaría Única Principal de Tierralta. Tiene una
extensión de 6 ha, contiene un total de seis (6) anotaciones. La primera anotación
registra un negocio jurídico de compraventa, protocolizado mediante la Escritura
Pública No. 195 del 18 de agosto de 1980, otorgada en la Notaría Única de Tierralta.
En dicha escritura figura como vendedora la señora Orfelina Ruth Romero de Durango
y como comprador el señor Manuel de Jesús Mestra Ramos. Ahora bien, teniendo en
cuenta lo registra en la anotación cuarta del Folio, el actual titular registral es Alberto
Segundo Salcedo Mendoza identificado con cédula de ciudadanía No. 70106947.

 Predio denominado “LAS DELICIAS”, identificado con el FMI No. 140-9722 y el
Número Predial Nacional 23-807-00-01-00-00-0041-0114-0-00-00-0000, se ubica en el
municipio de Tierralta del departamento de Córdoba, el folio se encuentra en estado
ACTIVO, no registra folios de matrícula matriz, pero si los derivados 140-99179 y
140-47186. Cuenta con complementaciones que describen los actos jurídicos a los que
se ha sido sometido el predio, entre los cuales se incluyen diversas compraventas, así
como la forma de adquirir el predio por parte de la señora Sol María Quintero Acosta la
cual se realizó por medio de declaración sumaria de testigos y se protocolizó a través
de la Escritura número 80 del 23 de marzo de 1950 en la Notaria Segunda De
Montería. Tiene una extensión de 89 ha 3.000m2, relaciona un total de nueve (9)
anotaciones. La primera anotación corresponde a un negocio jurídico de compraventa,
protocolizado mediante la Escritura Pública No. 406 del 12 de mayo de 1980, otorgada
en la Notaría 2 de Montería. En dicha escritura figura como vendedor el señor Rodolfo
Negrete Martínez y como compradora la señora Angela Garces de Bechara. Ahora
bien, teniendo en cuenta las anotaciones se denota que los actuales titulares del área
corresponden a los señores: (FMI 140-99179) Luz Elena Lara Negrete CC 50928247,
Regina Del Carmen Lara Negrete CC 50976553, Alicia Ester Lara Negrete CC
50902700 y Evangelista David Lara Negrete CC 11000456. (FMI 47186) Abraham
Elías Ganem Bechara CC 78689767 y William Moisés Ganem Bechara CC
78694099.

Por el SUR colinda con los siguientes tres (3) predios:

 Predio denominado “SIN DIRECCION EL CARMEN”, identificado con el FMI No.
140-57422 y el Número Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0043-0031-0-00-00-0000, se ubica en el municipio de Tierralta,
departamento de Córdoba, el folio de matrícula registra como activo, el mismo no
registra folios de matrícula matriz ni derivados, ni complementaciones. Cuenta con una
extensión de 91 ha 5.000m2, cuenta con un total de cinco (5) anotaciones, en su
primera anotación relaciona la Resolución de Adjudicación SN del 29 de enero de 1976
proferida por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA) a favor de
Manuela Gómez Sánchez sin número de identificación. De la revisión de las
anotaciones del folio no se observa la inscripción de acto administrativo a través del
cual se haya revocado la referida resolución por lo cual se presume que sigue
generando efectos jurídicos. Ahora bien, como actuales titulares registrales, registran
los señores, Barbara Pinilla Hernández CC 34964339, Rosiris del Carmen Gómez
Lugo CC 25764195 y Mery Cecilia Gómez Lugo CC 34957715.
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- Predio denominado “LOTE”, identificado con el FMI No. 140-34170 y el Número Predial
Nacional 23-807-00-01-00-00-0041-0116-0-00-00-0000, ubicado en el municipio de
Tierralta, departamento de Córdoba, su folio se encuentra en estado ACTIVO, registra
el Folio de Matrícula Matriz 140-335 no cuenta con derivados. Cuenta con
complementaciones y, del análisis de estas se puede evidenciar la cadena de
titularidad del predio en cuestión, se observa que el dominio actual se deriva de actos
jurídicos sucesivos (adjudicación por sucesión, compraventas y divisiones) que, si bien
fueron formalizados mediante escrituras públicas y registros en la Oficina de Registro
de Instrumentos Públicos. El primer título que se puede evidenciar refiere a la división
material llevada a cabo entre los señores José Matia vega y Dominga María Gómez de
Vega, según escritura número 55 de 09 de marzo de 1955 registrada en la Notaria
Segunda de Montería. Tiene una extensión de 21 ha 4408 m2 (según catastro),
registra un total de cinco (5) anotaciones. La primera anotación corresponde a un
negocio jurídico de compraventa, protocolizado mediante la Escritura Pública No. 2.379
del 22 de octubre de 1987, otorgada en la Notaría Primera de Montería. En dicha
escritura figura como vendedora la señora Otilia Helena Garces Vergara y como
comprador el señor Nicolas Enrique Polo Rodríguez. Así las cosas, de conformidad a
lo señalado en la anotación quinta de referido folio registra como actual titular registral
al señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza identificado con cédula de ciudadanía
No.70106947.

- Predio denominado “SIN DIRECCIÓN – EL DELIRIO”, el cual corresponde al Folio
Matriz del colindante denominado “LOTE” con FMI No- 140-34170 y colindante del
área objeto de estudio, se identifica con el FMI 140-335, con referencia catastral
000100430033000, se ubica en el municipio de Tierralta y departamento de Córdoba,
su estado es activo, con una extensión de 180 ha 7.807 m2 según VUR,en la cabidad
y linderos registra que proviene de un predio de mayor extensión, el FMI no presenta
Folio Matriz y cuenta con dos derivados 140-28891 y 140-34170, no registra
complementaciones, cuenta con un total de dieciséis (16) anotaciones. La primera
anotación registrada en dicho folio corresponde a una división material, protocolizada
mediante la Escritura Pública No. 55 del 9 de marzo de 1955, en la cual intervinieron
los señores José María Vega, Dominga Gómez y Dominga María Gómez de Vega, sin
que se consigne número de documento de identidad. De acuerdo con lo consignado en
las anotaciones del folio, los actuales titulares registrales son los señores Miguel
Rosendo Garces Cabrales, Nicolas Enrique Polo Rodríguez, Manuela Fortana
Diaz de Urango Pradina Del Carmen Fernández Diaz CC 34970202, Ovidio Enrique
Pastrana Fernández CC 78749552, Arquímedes Alfonso Pastrana Fernández CC
78689231, Adalberto Rafael Pastrana Fernández CC 78707212, Orfelina María
Pastrana Fernández CC 34998899, Cesar Augusto Pastrana Fernández CC
78700735.

Por el OESTE colinda con los siguientes dos (2) predios:

- Predio denominado “LA NACION” identificado con Numero Predial Nacional
23-807-00-01-00-00-0041-0104-0-00-00-0000 su actual titular catastral es LA NACION,
con un área de 98 ha + 3221 m2, no registra Folio de Matrícula Inmobiliaria, lo cual
impide la reconstrucción de su historia registral, por lo que no es posible determinar sin
el análisis de las Fichas de conformación predial, si guardan relación aparente con el
objeto de estudio.

- Predio denominado “EL ESCORPIÓN UNO”, identificado con el FMI No. 140-114701 y
el Número Predial Nacional 23-807-00-01-00-00-0041-0092-0-00-00-0000, respecto del
cual ya se realizó su valoración en las colindancias al costado norte.
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En concordancia con el análisis efectuado respecto de los predios colindantes al área objeto
de estudio, se identificó que tres (3) de estos no disponen de Folio de Matrícula Inmobiliaria.
Esta circunstancia imposibilita la reconstrucción de su trazabilidad registral y, por ende, impide
verificar con certeza la naturaleza jurídica del predio. En consecuencia, y ante la ausencia de
elementos registrales suficientes, se plantea como hipótesis preliminar que dichos inmuebles
podrían ostentar la calidad de baldíos, lo cual puede ser objeto de contradicción en el marco
del Procedimiento Único que se adelantara.

Por otra parte, se constató que uno (1) de los predios colindantes, identificado con el Folio de
Matrícula Inmobiliaria No. 140-57422, registra en su primera anotación la Resolución S/N del
29 de enero de 1976, mediante la cual el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria
(INCORA) adjudicó el terreno baldío a la señora Manuela Gómez Sánchez, sin número de
identificación. Este antecedente permite inferir, de manera razonada, que dicho predio ha
adquirido la condición de propiedad privada.

Asimismo, se determinó que uno (1) de los predios colindantes con el inmueble objeto de
estudio podría, de manera preliminar, revestir naturaleza privada, en atención a la cadena
traslaticia de dominio que se ha desarrollado mediante sucesivas compraventas. Dicha
cadena tiene como título originario la compraventa del inmueble, realizada en el año 1969.

De igual manera, se identificaron cuatro (4) predios cuya naturaleza jurídica no puede
determinarse con certeza, dado que la cadena traslaticia de la propiedad se realizó a través de
divisiones materiales o declaraciones sumarias de testigos por lo que no cumplen con lo
establecido en el artículo 48 de la Ley 160 de 1994. Circunstancia que sus folios matrices
también ostentan.

Finalmente, en la tradición de algunos de los colindantes del área objeto de estudio, se
identificó al señor Ricardo Miguel Polo Rodríguez, como lo es en los Folios de Matrícula
Inmobiliaria 140-10791 y 140-9722, ubicados al Este, así como del Folio 140-34170, ubicado
al Sur, a quien le fue prescrita el área objeto de estudio.

Igualmente, se identificó que el señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza, identificado con
cédula de ciudadanía No. 70106947, además de ser el actual titular registral del predio objeto
de estudio, figura también como titular registral de varios predios colindantes, específicamente
aquellos identificados con los Folios de Matrícula Inmobiliaria Nos. 140-10791, 140-9722 y
140-34170.

 Identificación preliminar del ocupante del terreno y tenencia irregular:

Una vez analizada la naturaleza jurídica del bien objeto de la actuación, y con ello el
cumplimiento del primer supuesto para la procedencia del Procedimiento Único contemplado
en el Decreto Ley 902 de 2017, se debe analizar si del acervo probatorio recopilado durante la
etapa preliminar se puede inferir razonadamente que el predio se encuentra ocupado por un
particular.

Para tal efecto, al validar la información registral contenida en el Folio de Matrícula Inmobiliaria
No. 140-79825, correspondiente al predio objeto de estudio, se establece que, según consta
en la primera anotación del folio, el señor Ricardo Miguel Polo Rodríguez identificado con
cédula de ciudadanía No. 78702831, adquirió dicho predio mediante la Sentencia S/N del 5 de
agosto de 1998, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Montería.

No obstante, conforme a lo indicado en la segunda anotación del mismo folio, se llevó a cabo
el negocio jurídico de compraventa, suscrito entre los señores Ricardo Miguel Polo Rodríguez
identificado con cédula de ciudadanía No. 78702831 como vendedor y, Alberto Segundo
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Salcedo Mendoza, identificado con cédula de ciudadanía No. 70106947 como comprador,
mediante la escritura pública No. 287 del 13 de febrero de 2018, lo cual implicó la
transferencia de sus derechos sobre el inmueble.

Por tal razón, se evidencia que actualmente el ocupante del área se identifica como:

 ALBERTO SEGUNDO SALCEDO MENDOZA identificado con cedula de ciudadanía
No. 70106947

Así las cosas, el previamente mencionado será relacionado de forma preliminar como
presunto ocupante del área.

Ahora bien, es pertinente precisar que la ocupación agraria hace referencia a la aprehensión
material del predio y la explotación económica de este, es por esto, que la visita a campo
permitiría determinar con certeza la ocupación del predio conforme lo regula el artículo 13 de
reglamento operativo, Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, la cual indica
que la visita de campo se realiza, entre otras razones, con la finalidad de recaudar información
de los ocupantes del predio; de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24 ibidem, que indica
que el objetivo de la visita a campo es la de recabar información física y jurídica del predio e
identificar los sujetos que tengan relación directa con el predio.

Lo anterior no impide valorar la información que actualmente reposa en el expediente en
relación con el presunto ocupante de este.

De la presunta indebida ocupación

Como se indicó en los fundamentos jurídicos de este acto administrativo, el artículo
2.14.19.5.2 del Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015 establece en sus numerales 1, 2,
3, 4, 5, 6 y 8 causales objetivas de indebida ocupación fundadas en las características del
terreno, con indiferencia de las calidades de la persona que lo ocupa. Mientras que el numeral
séptimo establece la causal subjetiva de indebida ocupación fundada en las calidades de la
persona que presuntamente ocupa el área baldía.

De conformidad con lo expuesto en la ley, la función de las causales de indebida ocupación
está íntimamente ligada al cumplimiento de los objetivos de la reforma agraria consagrada por
la Ley 160 de 1994, dado que con ellas se logra influir en la democratización de la propiedad,
en la prevención de la concentración inequitativa de la tierra y en el fomento del acceso por
parte de la población campesina a la propiedad rural. En este sentir se manifestó la Corte
Constitucional en la sentencia C-073 de 2018, en la cual enunció:

“(…) Al respecto, la Corte reitera lo sostenido a lo largo de su jurisprudencia y retomado en la
sentencia SU-426 de 2016, donde recordó el propósito histórico del Estado colombiano de
desarrollar una reforma rural integral destinada a disminuir la inequidad en el campo y
evitar la concentración de la tierra. En ese sentido, son centrales los artículos 64 y 65 de la
Constitución Política que establecen la obligación estatal de asegurar "el acceso progresivo a la
propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios" y de proteger especialmente la producción
de alimentos, dando prioridad, entre otras, a las actividades agrícolas.
De lo anterior se extrae la importancia primordial de las tierras baldías en el
cumplimiento de los fines de la reforma rural, con énfasis en los procesos de
clarificación, recuperación y acertada adjudicación (…)” (Negrita fuera de texto)

Es en este sentido que la causal de indebida ocupación por la tenencia de terrenos que
superen la UAF cobra sentido, ya que con la misma se busca conjurar la inequitativa
distribución de la tierra.
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Siendo esto así, en lo que respecta a la UAF, se tiene que el último inciso del artículo 65 de la
Ley 160 de 1994 dispone:

“No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización
racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas
comunitarias y cooperativas campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Junta Directiva” (Negrita fuera del texto original)

Así mismo, el articulo 67 ibidem consagra:

ARTÍCULO 67. El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las
extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos en Unidades Agrícolas
Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida ocupación
o apropiación de las tierras de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar establecidas
para las tierras en el municipio o zona a estas áreas se les dará el carácter de baldío
reservados, susceptibles de ser adjudicados a otros campesinos” (Negrilla fuera del texto)

Ahora bien, dentro de las causales contempladas para el procedimiento agrario de
recuperación de baldíos, el numeral 3 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto 1071 de 2015
establece:

 Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas adjudicables, de
acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada municipio o región
por el Consejo Directivo del INCODER

En ese tenor, es claro que los terrenos baldíos cuya extensión superficiaria exceda el límite
establecido para la UAF de su respectiva zona o región, deben declararse como
indebidamente ocupados.

De esta manera, en lo que respecta al caso en concreto se evidencia la configuración de dicha
causal, teniendo en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en el Informe Técnico
Jurídico, el rango de la Unidad Agrícola Familiar (UAF) para el municipio de Tierralta del
departamento de Córdoba, correspondiente a un rango entre 43 a 58 hectáreas, y el predio
prescrito superaría la UAF, teniendo en cuenta que el predio objeto de estudio denominado
“SIN DIRECCION LT” ostenta un área registral de ciento veinte hectáreas (120 ha + 0 m2),
por lo tanto, el área del predio supera varias veces la UAF señalada para dicho municipio.

7. Las tierras baldías que se encuentren ocupadas por personas que no reúnan la
calidad de beneficiarios de reforma agraria en los términos previstos en el Capítulo XII
de la Ley 160 de 1994.

Ahora bien, sobre la causal subjetiva, señalada en el numeral séptimo se tiene que el
capítulo XII la Ley 160 de 1994 dispone, en su artículo 69, modificado por el artículo 4 de la
Ley 1900 de 2018, que:

“Los sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito y parcialmente gratuito que
soliciten la adjudicación de un baldío, deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos
establecidos en los artículos 4º y 5º del Decreto número 902 de 2017 o la norma que lo
reemplace o sustituya.” (Negrilla fuera del texto original).

Por lo anterior, con el fin de establecer quiénes son considerados sujetos de reforma agraria,
entre los presuntos ocupantes, resulta necesario remitirse a lo dispuesto en los artículos 4° y
5° del Decreto Ley 902 de 2017:

“ARTÍCULO 4. SUJETOS DE ACCESO A TIERRA Y FORMALIZACIÓN A TÍTULO GRATUITO.
Son sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito los campesinos, campesinas,
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trabajadores, trabajadoras y las asociaciones con vocación agraria o las organizaciones
cooperativas del sector solidario con vocación agraria y sin tierra o con tierra insuficiente, así como
personas y comunidades que participen en programas de asentamiento y reasentamiento con el fin,
entre otros, de proteger el medio ambiente, sustituir cultivos ilícitos y fortalecer la producción
alimentaria, priorizando a la población rural victimizada, incluyendo sus asociaciones de víctimas,
las mujeres rurales, mujeres cabeza de familia y a la población desplazada, que cumplan
concurrentemente los siguientes requisitos:

1. No poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma
cincuenta y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) al momento de
participar en el programa de acceso a tierras.

2. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios
destinados exclusivamente para vivienda rural o urbana, o que la propiedad que ostente
no tenga condiciones físicas o jurídicas para la implementación de un proyecto
productivo.

3. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se demuestre que las
extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una UAF.

4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena
privativa intramural de la libertad impuesta mediante sentencia condenatoria en firme, sin
perjuicio de los tratamientos penales diferenciados que extingan la acción penal o la ejecución
de la pena.

5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales patrimoniales o
no estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza. En este último caso se suspenderá el
ingreso al RESO hasta que finalice el procedimiento no declarando la indebida ocupación

6. También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito quienes además de lo
anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su predio, y no clasifiquen
como sujetos de restitución de tierras de conformidad con el artículo 75 de la Ley 1448 de
2011…” (Negrilla por fuera del texto)

“ARTÍCULO 5. SUJETOS DE ACCESO A TIERRA Y FORMALIZACIÓN A TÍTULO
PARCIALMENTE GRATUITO. Son sujetos de acceso a tierra y formalización a título
parcialmente gratuito las personas naturales o jurídicas que no tengan tierra o que tengan
tierra en cantidad insuficiente y que cumplan en forma concurrente los siguientes
requisitos:

1. Poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma cincuenta
y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) y que no exceda de diecinueve mil
ciento cuarenta y cinco coma cincuenta y dos (19.145,52) Unidades de Valor Tributario
(UVT) al momento de participar en el programa de acceso a tierras.

2. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se demuestre que las
extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una UAF.

3. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios
destinados para vivienda rural y/o urbana. (…)”

4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena
privativa intramural de la libertad impuesta mediante sentencia condenatoria en firme.

5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales patrimoniales o
no estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza En este último caso se suspenderá el
ingreso al RESO hasta que finalice el procedimiento no declarando la indebida ocupación.
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También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título parcialmente gratuito quienes
además de lo anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su
predio, y no clasifiquen como sujetos de restitución de tierras de conformidad con el
artículo 75 de la Ley 1448 de 2011…” (Negrilla fuera del texto original)

En dicho sentido, identificado el presunto ocupante del terreno objeto de estudio, se procedió
a recaudar información relevante del mismo con miras a identificar si acredita los requisitos
necesarios para ser considerado sujeto de acceso a tierras la luz de lo dispuesto en el capítulo
XII de la Ley 160 de 1994, tal y como se muestra a continuación:

 Del Patrimonio

Respecto del patrimonio, se consultó la base de datos de la DIAN, a través del CAS –
ARANDA No. CAS RF-408873-7-173948 del cual se obtuvo solución el 14 de abril de 2025,
con el fin de verificar si el ocupante previamente mencionado, cumple con los topes
establecidos patrimonialmente para ser considerado sujeto de reforma agraria, sobre lo que se
obtuvo como resultado de la consultada realizada respecto de los años 2019 al 2022, lo
siguiente:

NOMBRE Y
APELLIDOS

NO. DE DOCUMENTO
DE IDENTIDAD

0 -
1.367,54

1.367,55-19.1
45,52 MÁS 19.145,53

Alberto Segundo
Salcedo Mendoza 70106947 X

Tabla número 2. Datos de consulta realizada en la base de datos de la Dian
Fecha de consulta: 14 de abril de 2025

Nota: Conforme a los resultados emitidos en el CAS RF- 408873-7-173948, se marcó con una x el recuadro en el
cual se enmarca el resultado de la consulta de patrimonio por número de cedula.

En ese orden de ideas, el señor Alberto Segundo Salcedo ya no podría ser sujeto de acceso a los programas de
titulación, ni a título gratuito ni parcialmente gratuito, sin embargo, en garantía deberá ser evaluado conforme a los
requisitos del artículo quinto del Decreto Ley 902 de 2017.

 De la tenencia de otros inmuebles:

Así las cosas, también se realizó consulta en la Ventanilla Única de Registro (VUR) de la
Superintendencia de Notariado y Registro, por número de cédula y nombre del presunto
ocupante, de fecha de fecha 18 de julio de 2025, donde se observa, que Alberto Segundo
Salcedo Mendoza registra como titular de cuarenta y cuatro (44) predios distintos al analizado.

En consecuencia, de manera inicial, es posible concluir que existen elementos probatorios que
permiten considerar que presuntamente la ocupación que se ejerce sobre el predio SIN
DIRECCION LT por parte del señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza identificado con
número de cedula 70106947, es indebida de conformidad a lo reglado en el numeral 3 y 7 del
artículo 2.14.19.5.2 del Decreto 1071 de 2015, al no cumplir con lo dispuesto en el numeral 1 y
2 del artículo 4 y el numeral 1 y 3 del artículo 5 del Decreto Ley 902 de 2017, para ser
considerado sujeto de reforma agrario a título gratuito o parcialmente gratuito, sin embargo,
esto puede variar, conforme a las pruebas recaudadas en el trámite del procedimiento único.

Dicho lo anterior, a partir de la información recopilada en el expediente, podemos concluir que
la extensión del terreno denominado “SIN DIRECCION LT” con folio de matrícula inmobiliaria
No. 140-79825 i) es de naturaleza baldía, ii) se encuentra presuntamente ocupado por el
señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza identificado con número de cedula 70106947, iii) la
ocupación que se ejerce sobre el mismo sería indebida teniendo en cuenta que se encuentra
inmerso en las causales de ocupación descritas en los numerales 3 del artículo 2.14.19.5.2 del
Decreto 1071 de 2015 y lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 2.14.19.5.2 del Decreto 1071
de 2015.
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6. CONCLUSIONES DEL CASO

De acuerdo con la documentación que ha sido aportada al expediente y después de un
estudio de los documentos recaudados y de las demás circunstancias de hecho y de derecho
compiladas y analizadas, se concluyó que el predio denominado “SIN DIRECCION LT”, es
presuntamente un predio baldío de la Nación, toda vez que no se acreditó la propiedad
privada conforme al artículo 48 de la Ley 160 de 1994, pues para ello se requiere como
prueba el título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal, o los
títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de la Ley 160 de 1994,
en que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que señalan las
leyes para la prescripción extraordinaria.

En consecuencia, la determinación del carácter baldío del área de terreno objeto de estudio
conlleva al análisis del segundo supuesto del procedimiento de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados, frente al cual precisamente se concluyó preliminarmente la
configuración de la causal de indebida ocupación señalada en el numeral 3 y 7 del artículo
2.14.19.5.2 del Decreto Único 1071 de 2015.

Para tal efecto, se procedió a consultar la base de datos de la Dirección de Impuestos y
Aduanas Nacionales (DIAN), con el objetivo de verificar si el señor Alberto Segundo Salcedo
Mendoza cumple con los requisitos patrimoniales establecidos en el numeral 1 de los
artículos 4 y 5, del Decreto Ley 902 de 2017, a fin de determinar si es susceptible de ser
considerado sujeto de reforma agraria a título gratuito o parcialmente gratuito. Según la
información obtenida, correspondiente al año 2019 al 2022, se constató que el patrimonio
excede los topes establecidos en la normativa mencionada.

De igual manera, tras consultar la Ventanilla Única de Registro (VUR) de la Superintendencia
de Notariado y Registro, se verificó que el señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza, figura
como titular de derechos sobre otros bienes diferentes al predio objeto de análisis,
incumpliendo con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 4 y numeral 3 del artículo 5 del
Decreto Ley 902 de 2017. Por tanto, su situación daría lugar a la materialización de la causal
de indebida ocupación relativa a: “Las tierras baldías que se encuentren ocupadas por
personas que no reúnan la calidad de beneficiarios de reforma agraria en los términos
previstos en el Capítulo XII de la Ley 160 de 1994”.

Asimismo, se concluyó que el predio denominado “SIN DIRECCION LT”, identificado con el
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-79825, registra un área de 120 hectáreas, conforme a
lo señalado en la Sentencia S/N del 05 de agosto de 1998, proferida por el Juzgado Tercero
Civil del Circuito de Montería. En consecuencia, puede afirmarse que dicho inmueble excede
ampliamente la extensión de la Unidad Agrícola Familiar (UAF) establecida para el municipio
de Tierralta Córdoba, la cual, según lo dispuesto en la Resolución 041 del 24 de septiembre
de 1996, se encuentra en un rango de 43 a 58 hectáreas. Por tanto, el predio supera el límite
máximo permitido para una UAF en esa jurisdicción, presentando un excedente de
aproximadamente 62 ha 0 m².
Por lo anterior, la ocupación del señor Alberto Segundo Salcedo Mendoza seria
presuntamente indebida.

El área objeto de estudio NO traslapa con ninguna de las capas temáticas de restricciones. En
adición, traslapa con Buffer Pozo Hidrocarburo en un 32.91%, Mapa Tierras Hidrocarburos en
un 100%, Declaratoria RUPTA Colectiva en un 100% y Zona Minera Especial en un 100%.

En virtud de lo anterior, se estima la existencia de los supuestos de hecho y de derecho para
dar apertura al Procedimiento Único bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados contemplado en el numeral 4 del artículo 58 del Decreto Ley 902 de
2017 y deberá darse apertura al trámite conforme lo dispuesto en el artículo 32 de la
Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la Resolución
202510000154456 del 04 de febrero de 2025.



RESOLUCIÓN No. *202532002680536* con Fecha 2025-10-08 Hoja No. 25

Por medio de la cual se APERTURA EL PROCEDIMIENTO ÚNICO, dispuesto en el Decreto
Ley 902 de 2017, respecto del predio denominado SIN DIRECCION LT, identificado con Folio

de Matricula Inmobiliaria 140-79825, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba

Así las cosas, se ordenará a la Oficina de Instrumentos Públicos de Montería para que registre
el acto de apertura en el correspondiente folio de matrícula y, en igual sentido, se emitirán las
demás ordenes de notificación y comunicación del acto administrativo de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017 y los artículos 32 y 33 de la
Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la Resolución
202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

En mérito de lo expuesto y con el fin de dar cumplimiento a lo señalado, el Subdirector de
Procesos Agrarios y Gestión Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras (ANT),

R E S U E L V E:

ARTÍCULO PRIMERO: APERTURAR el Procedimiento Único de que trata el Decreto Ley 902
de 2017, respecto del predio denominado “SIN DIRECCION LT”, identificado con Folio de
Matricula Inmobiliaria 140-79825, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba, el cual cuenta con una extensión de superficiaria de ciento veinte hectáreas (120 ha
+ 0.000 m2), con fundamento en la parte motiva del presente proveído.

ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución al señor ALBERTO SEGUNDO
SALCEDO MENDOZA identificado con cédula de ciudadanía número 70106947, de
conformidad con el artículo 67 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en concordancia con el artículo 70 del
Decreto Ley 902 de 2017.

ARTÍCULO TERCERO: COMUNICAR la presente decisión a la Procuraduría 10 Judicial II,
para asuntos Ambientales, Minero Energéticos y Agrarios deMonteria, para que, si así lo
considera, se constituya como parte de conformidad con lo establecido en el numeral 8 del
artículo 33 de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la
Resolución 202510000154456 del 04 de febrero de 2025. De igual forma comunicar al banco
DAVIVIENDA S.A. NIT. 8600343137, atendiendo a la hipoteca que recae sobre el predio, así
como a terceros indeterminados, de conformidad con el artículo 37 del CPACA, en
concordancia con el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017.

ARTÍCULO CUARTO: ORDENAR la publicación de la parte resolutiva de este acto
administrativo en la página electrónica de la entidad y del municipio en donde se encuentre
ubicado el predio, o en su cartelera, así como en un medio masivo de comunicación en el
territorio con el fin de publicitar el acto a terceros que puedan resultar afectados con la
actuación, en virtud de lo establecido en el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017 y el
artículo 37 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
(CPACA).

ARTÍCULO QUINTO. ORDENAR a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos (ORIP)
Montería (Córdoba), la inscripción del presente Acto Administrativo en el Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-79825, conforme a lo señalado en el numeral 9 del artículo 33 de la
Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la Resolución
202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

ARTÍCULO SEXTO. SOLICITAR a las diferentes entidades de cualquier orden la información
que se considere pertinente, útil y conducente para el desarrollo de la actuación
administrativa.

ARTÍCULO SEPTIMO. CORRER traslado por diez (10) días hábiles, a partir de que se surtan
las notificaciones, comunicaciones y actos publicitarios del citado acto administrativo, con el
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Por medio de la cual se APERTURA EL PROCEDIMIENTO ÚNICO, dispuesto en el Decreto
Ley 902 de 2017, respecto del predio denominado SIN DIRECCION LT, identificado con Folio

de Matricula Inmobiliaria 140-79825, ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba

fin de que las partes y los terceros interesados puedan aportar o solicitar las pruebas que
consideren necesarias para hacer valer sus derechos, en los términos del numeral 10 del
artículo 33 de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la
Resolución 202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

ARTÍCULO OCTAVO: Contra el presente Acto Administrativo no procede ningún recurso, de
conformidad con lo establecido en el artículo 51 y el parágrafo del artículo 70 del Decreto Ley
902 de 2017, en concordancia con el parágrafo del artículo 32 de la Resolución No.
20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la Resolución 202510000154456 del
04 de febrero de 2025.

NOTIFIQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE
Dada en la ciudad de Bogotá D.C., a los 2025-10-08

RICARDO ARTURO ROMERO CABEZAS
Subdirector de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica

Preparó: Julieth Ascanio Torres- Abogada contratista Equipo de Recuperación G3 de la SPA y GJ
Revisó: Graciela Carolina Angarita Rodríguez - Abogada Revisora contratista Equipo de Recuperación G3 de la SPA y GJ


